
Dictámenes

DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN Y RE-
FORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE

CONTROVERSIAS, MEJORA REGULATORIA, JUSTICIA CÍVICA

E ITINERANTE Y REGISTRO CIVIL

Honorable Asamblea:

La Comisión de Puntos Constitucionales con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39,
numerales 1 y 2, fracción XL y numeral 3 y 45, nume-
ral 6, inciso f) de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
diversos 80, 81, 84, 85, 89, numeral 2; 157, numeral 1,
fracciones I y IV; 158, numeral 1, fracción IV; 167, nu-
meral 4 y 176 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de los integrantes de es-
ta Soberanía el presente:

Dictamen

Para ello, esta Comisión Dictaminadora hizo uso de la
siguiente:

Metodología

La Comisión de Puntos Constitucionales, encargada
del análisis y dictamen de la iniciativa en comento,
desarrolló los trabajos correspondientes conforme al
procedimiento que a continuación se describe:

I. En el apartado denominado Antecedentes Legisla-
tivos, se da cuenta del trámite del proceso legislativo
de cuatro iniciativas que motivan el presente dicta-
men.

II. En el apartado Contenido de las Iniciativas y
Consideraciones del Dictamen, se exponen los obje-
tivos y se hace una descripción de los contenidos de
dichas iniciativas, en la que se resume sus teleologías,
motivos y alcances, así como los razonamientos y ar-
gumentos relativos a tales propuestas y, con base en
esto se sustenta el sentido del presente dictamen.

III. En el capítulo relativo al Texto Normativo y Ré-
gimen Transitorio, se plantea el Proyecto de Dicta-
men de la Comisión de Puntos Constitucionales en
sentido positivo, mismo que contiene el proyecto de
decreto por el que se reforman los art. 11 y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

nos, para que se establezca la figura del desplazamien-
to interno forzado como una materia concurrente.

I. Antecedentes Legislativos

Primero. El 27 de abril de 2016 el Diputado Luis Fer-
nando Antero Valle presentó Iniciativa con Proyecto de
decreto que busca reformar el artículo 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos para
la Ampliación de la Política de Mejora Regulatoria. 

La Mesa Directiva turna la iniciativa a la Comisión de
Puntos Constitucionales mediante oficio D.G.P.L. 63-
II-6-0840, que se recibió el 28 de abril de 2016, y que-
dó registrada con el número CPC-I-232-16 del índice
de esta Comisión.

Segundo. El 28 de abril de 2016, mediante oficio SE-
LAP/300/973/16 de la Subsecretaría de Enlace Legis-
lativo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Gober-
nación, fueron presentadas a la Cámara de Diputados,
cinco iniciativas de decreto firmadas por el C. Presi-
dente de la República, de las cuáles, a cuatro se les dic-
tó el siguiente trámite: «Túrnese a la comisión de Pun-
tos constitucionales, para dictamen».

Tercero. El 28 de abril de 2016, mediante oficio
DGPL 63-II-5-987, la Diputada Secretaria, Verónica
Delgadillo García turnó a la Comisión de Puntos
Constitucionales para dictamen, la iniciativa de decre-
to que adiciona una fracción al artículo 73 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de mecanismos alternativos de solución de
controversias, misma que fuera registrada con el nú-
mero CPC-I-236-16 del índice de esta Comisión.

Cuarto. Ese mismo día, mediante el diverso oficio
DGPL 63-II-4-892, la referida Diputada turnó a esta
Comisión para dictamen, la iniciativa de decreto que
adiciona un último párrafo al artículo 25 y una frac-
ción al artículo 73 de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, en materia de mejora re-
gulatoria, misma que fuera registrada con el número
CPC-I-235-16 del índice de esta Comisión.

Gaceta Parlamentaria Martes 15 de noviembre de 20162



Quinto. En la misma fecha, a través del oficio DGPL
63-II-6-0862, la Diputada Secretaria, turnó a la misma
Comisión de Puntos Constitucionales, para su dicta-
minación, la iniciativa de decreto que adiciona una
fracción al artículo 73 de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia
cívica e itinerante, misma que fuera registrada con el
número CPC-I-237-16 del índice de esta Comisión.

Sexto. Mediante oficio DGPL 63-II-7-895, en la mis-
ma data, la referida Diputada Secretaria turnó para el
dictamen de esta Comisión, la iniciativa de decreto
que reforma la fracción XXIX-R del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

nos, en materia de registros civiles, misma que fuera
registrada con el número CPC-I-238-16 del índice de
esta Comisión.

II. Contenido de las Iniciativas y Consideraciones
del Dictamen

A. Dictaminación Conjunta

Según puede apreciarse del apartado de antecedentes
legislativos, el Ejecutivo Federal presentó cuatro ini-
ciativas que fueron turnadas a esta Dictaminadora en
un solo acto, mediante el oficio SELAP/300/973/16,
suscrita por la Subsecretaría de Enlace Legislativo y
Acuerdos Políticos de la Secretaría de Gobernación y,
el Diputado Luis Fernando Antero Valle presentó Ini-
ciativa para la Ampliación de la Política de Mejora Re-
gulatoria.

Si bien es cierto que se trata de iniciativas diversas,
con objetivos diferentes y en materias distintas, no
menos cierto es que se trata de una misma expresión
de una nueva forma de entender el federalismo, a tra-
vés de la reserva de competencias a favor del Congre-
so General para legislar de manera única en determi-
nadas materias mediante la figura de las Leyes
Generales, estableciendo un sistema de distribución de
competencias y coordinación entre autoridades.

De tal suerte que, las mismas razones que esta Comi-
sión plantee para sostener o no sostener la pertinencia
de la regulación de las figuras jurídicas planteadas
mediante un sistema de concurrencia de competencias
deberán ser aplicables a cada una de las iniciativas, por
ello la necesidad de dictaminarse en un mismo docu-
mento parlamentario.

B. Mecanismos Alternativos de Solución de Con-
troversias (MASC)

Respecto a esta iniciativa, la parte medular establece
lo siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La presente Iniciativa tiene por objeto otorgar al
Congreso de la Unión la facultad de expedir una
Ley General que permita establecer los principios y
bases que deben regir en todo el país en materia de
mecanismos alternativos de solución de controver-
sias.

l. ANTECEDENTES

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 tiene co-
mo estrategia hacer de México una sociedad de de-
rechos, en donde los mexicanos tengan acceso efec-
tivo a todas las prerrogativas que reconoce la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Dentro de su eje denominado México en Paz, se
propuso la consolidación de un Estado democrático
a través de instituciones sólidas e incluyentes que
aseguren el pleno respeto y garantía de los derechos
humanos, pues cuando éstas no existen o son insu-
ficientes, se limita la capacidad de la ciudadanía pa-
ra demandar sus derechos y se debilita la legitimi-
dad del Estado. Por ello, uno de los objetivos
prioritarios del Gobierno de la República ha sido lo-
grar una política de Estado que asegure que todas
las autoridades asuman el pleno respeto y garantía
de los derechos humanos como una práctica coti-
diana.

En el mensaje a la Nación “Por un México en Paz
con Justicia y Desarrollo” del 27 de noviembre de
2014, expresé que la justicia no se agota en el ám-
bito penal, sino que hay una justicia olvidada que es
la justicia cotidiana, la cual suele ser lenta, comple-
ja y costosa, lo que provoca que la mayoría de los
mexicanos no pueda acceder a ella con facilidad.

Consciente de que no se han presentado soluciones
de fondo a estos problemas, encomendé al Centro
de Investigación y Docencia Económicas (CIDE)
organizar foros de consulta conformados por juris-
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tas, académicos y representantes de la sociedad ci-
vil, para la elaboración de un conjunto de propues-
tas y recomendaciones en la materia. Dichos foros
tuvieron lugar durante el periodo comprendido del
15 de enero al 26 de febrero de 2015.

El 27 de abril de 2015, el CIDE presentó el Informe
de resultados de los Foros de Justicia Cotidiana, el
cual confirmó el reto que tiene el Estado de garan-
tizar a todas las personas mecanismos sencillos pa-
ra solicitar y obtener de las autoridades competen-
tes una solución expedita y adecuada a sus
problemas del día a día.

Asimismo, derivado de los resultados de los Foros
de Justicia Cotidiana, el CIDE recomendó convocar
a una instancia plural de diálogo, con representan-
tes de todos los sectores. Por ello, el CIDE, el Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y el
Gobierno de la República convocaron de manera
conjunta a representantes de la sociedad civil, aca-
démicos, abogados, representantes de organismos
constitucionales autónomos y diversas autoridades
de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, con
la finalidad de construir soluciones concretas a los
problemas de acceso a la justicia cotidiana.

La convocatoria se materializó en los Diálogos por
la Justicia Cotidiana, en los que, entre otros temas,
se identificó la conveniencia de crear centros de
asistencia temprana a fin de orientar a las personas
sobre los mecanismos disponibles para resolver sus
conflictos, así como fomentar el uso de mecanismos
alternativos de solución de controversias , los cua-
les deberían ser de fácil acceso para permitir a las
personas encontrar soluciones a sus conflictos sin la
necesidad de acudir a instancias jurisdiccionales.

En este sentido, se concluyó que era necesario for-
talecer y fomentar la justicia alternativa en México,
entendida como el conjunto de principios, procesos,
disposiciones y medidas que se encaminan a resol-
ver conflictos entre intereses distintos por medio
del arreglo extrajudicial.

A través de estos mecanismos alternativos a los pro-
cedimientos jurisdiccionales, se busca cambiar el
paradigma de la justicia dictada por órganos judi-
ciales y propiciar una participación más activa de la
ciudadanía en las formas de relacionarse entre sí, en

las que se privilegie la responsabilidad personal, el
respeto al otro y la utilización de la negociación y la
comunicación para el desarrollo colectivo.

Los sistemas jurídicos actuales tienden a crear es-
quemas institucionales más flexibles y horizontales
que incluyen, por supuesto el uso de los mecanis-
mos alternativos de solución de controversias, pero
también instituciones que fomentan la participación
proactiva de las personas respecto de dichos meca-
nismos.

Por ello, en la medida en que se amplíe el acceso a
estos mecanismos alternativos y se adopte esta vía
para la solución de controversias, se contribuirá a la
consolidación de una convivencia pacífica.

Finalmente, como consecuencia natural con esta
propuesta, se disminuirían las altas cargas de traba-
jo de los órganos jurisdiccionales y se facilitará la
conclusión expedita de los procedimientos que re-
quieran tramitarse por esta vía.

II. SITUACIÓN ACTUAL DE LA LEGISLA-
CIÓN EN MATERIA DE MECANISMOS AL-
TERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTRO-
VERSIAS EN MÉXICO

En México, el uso de los mecanismos alternativos
de solución de controversias ha aumentado y éstos
se están asimilando como parte del sistema nacional
de justicia. Sin embargo, no existe unidad de crite-
rios o estándares mínimos aplicables en cuanto a la
formación y los requisitos de certificación de me-
diadores y conciliadores, o los efectos de los con-
venios que resultan de estos mecanismos alternati-
vos. Esta situación dificulta que en el país se
comparta un lenguaje común respecto de dichos
mecanismos de resolución de disputas.

Las entidades federativas que actualmente cuentan
con leyes que regulan los mecanismos alternativos
de solución de controversias son: Aguascalientes,
Baja California, Campeche, Chiapas, Chihuahua,
Ciudad de México, Coahuila de Zaragoza, Colima,
Durango, México, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco,
Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Quintana Roo, So-
nora, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y
Zacatecas.
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Sin embargo, para que dichas leyes permitan el
ejercicio efectivo de estos mecanismos alternativos,
resulta necesario que se homologuen los principios
que los rigen, los procedimientos, las etapas míni-
mas que los conforman, la definición de su natura-
leza jurídica, los requisitos que deben cumplir las
personas que fungen como mediadores, facilitado-
res o conciliadores, e incluso la regulación de los
mecanismos para atender conflictos comunitarios.

Es importante no perder de vista que los mecanis-
mos alternativos de solución de controversias im-
plican la participación activa de los particulares en
la gestión de su conflicto o controversia, lo que per-
mite mayor flexibilidad en el procedimiento, facili-
ta los acuerdos entre las partes, así como su cum-
plimiento.

Hoy, a diferencia de otros tiempos, los mecanismos
alternativos de solución de controversias no son un
recurso espontáneo e intuitivo, o una reacción ante
la emergencia que representa un conflicto. Por ello,
es necesario plantear principios, procedimientos y
conceptos básicos y homologados en todo el país.

En este sentido, resulta necesario integrar estos as-
pectos en una ley general, para que la forma de ac-
ceso y alcances de la justicia alternativa sea unifor-
me en todo el país y las personas hagan efectiva el
derecho constitucional de acceso a la justicia.

III. OBJETIVOS Y ALCANCES DE LA LEY
GENERAL

Las leyes generales expedidas por el Congreso de la
Unión distribuyen competencias entre los distintos
órdenes de gobierno en las materias concurrentes y
sientan las bases para su regulación. Es decir, pue-
den incidir válidamente en todos los órdenes de go-
bierno que integran el Estado mexicano, en virtud
de que el Constituyente ha renunciado expresamen-
te a su potestad distribuidora de atribuciones.

En este orden de ideas, una ley general debe tener
su origen en una cláusula constitucional que faculte
al Congreso de la Unión a dictarla, de tal manera
que, una vez aprobada, promulgada y publicada, de-
berá ser aplicada por las autoridades federales, lo-
cales y municipales.

Lo anterior, no pretende agotar la regulación de la
materia concurrente, sino que busca ser la platafor-
ma mínima desde la cual las entidades federativas
puedan expedir su propia legislación.

Con una ley general que establezca los principios y
bases en materia de mecanismos alternativos de so-
lución de controversias entre los tres órdenes de go-
bierno, se logrará lo siguiente:

1. Difundir en todo el país la existencia, accesibili-
dad y beneficios de los mecanismos alternativos de
solución de controversias y propiciar una conviven-
cia social armónica;

2. Implementar en las instituciones públicas del
país procedimientos para que los servidores pú-
blicos puedan proponer la utilización de mecanis-
mos alternativos de solución de controversias co-
mo un medio de acceso a la justicia sin que se
requiera el inicio de un proceso de carácter juris-
diccional, y

3. Brindar en los tres órdenes de gobierno una ca-
pacitación homogénea a los servidores públicos que
trabajan en oficinas de asistencia jurídica, a los ser-
vidores públicos encargados de aplicar los mecanis-
mos alternativos de solución de controversias, así
como establecer estándares mínimos para la desig-
nación dichos servidores públicos.

Así, cumpliendo el mínimo normativo que marca la
ley general, las leyes locales tendrán su propio ám-
bito de regulación, poniendo mayor énfasis en de-
terminados aspectos que sean preocupantes en una
región específica.

Derivado de lo anterior, es que se propone la adi-
ción de una fracción al artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, que
permitirá al Congreso de la Unión expedir una ley
general que establezca los principios y bases en ma-
teria de mecanismos alternativos de solución de
controversias, con excepción de la materia penal,
con el fin de hacer más accesible y más eficiente la
impartición de justicia en el país.

De la lectura de esta iniciativa se desprende que la ar-
gumentación se sostiene sobre las siguientes premisas:
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1) La justicia no se agota en el ámbito penal, hay
una justicia olvidada, lenta, compleja y costosa que
es la justicia cotidiana, que provoca que la mayoría
de los mexicanos no pueda acceder a ella con faci-
lidad;

2) Es necesario fortalecer y fomentar la justicia al-
ternativa en México;

3) A través de los mecanismos alternativos a los
procedimientos jurisdiccionales se disminuirían las
altas cargas de trabajo de los órganos jurisdicciona-
les;

4) Actualmente solo 23 entidades federativas1 cuen-
tan con leyes que regulan los MASC;

5) En México, el uso de los MASC ha aumentado,
pero no existe unidad de criterios o estándares mí-
nimos aplicables en cuanto a (i) la formación y los
requisitos de certificación que deben cumplir las
personas que fungen como mediadores, facilitado-
res o conciliadores, (ii) los efectos de los convenios
que resultan de estos mecanismos alternativos, (iii)
los principios que los rigen, (iv) los procedimientos,
(v) las etapas mínimas que los conforman, (vi) la
definición de la naturaleza jurídica de esta figura, y
(vii) la regulación de los mecanismos para atender
conflictos comunitarios, y

6) Resulta necesario integrar estos aspectos en una
ley general, para que la forma de acceso y alcances
de la justicia alternativa sea uniforme en todo el pa-
ís y las personas hagan efectiva el derecho constitu-
cional de acceso a la justicia, mediante el estableci-
miento de los principios y bases que deben regir en
todo el país en esta materia.

Un aspecto central en la exposición de motivos se re-
fiere a la necesidad de que la regulación de los MASC
se haga mediante una ley que no sea federal, ni nacio-
nal, sino general, aduciendo medularmente lo siguien-
te:

a) Las leyes generales distribuyen competencias en-
tre los distintos órdenes de gobierno en las materias
concurrentes y sientan las bases para su regulación;

b) Pueden incidir válidamente en todos los órdenes
de gobierno que integran el Estado Mexicano, en

virtud de que el Constituyente ha renunciado expre-
samente a su potestad distribuidora de atribuciones;

c) Una ley general debe tener su origen en una cláu-
sula constitucional que faculte al Congreso de la
Unión a dictarla, de tal manera que, una vez apro-
bada, promulgada y publicada, deberá ser aplicada
por las autoridades federales, locales y municipales,
y

d) Las leyes locales tendrán su propio ámbito de re-
gulación, poniendo mayor énfasis en determinados
aspectos que sean preocupantes en una región espe-
cífica.

Al respecto, esta Comisión Dictaminadora formula las
siguientes consideraciones:

Se concuerda completamente con el hecho de que son
muchas las expresiones de la justicia y, por consi-
guiente, del acceso a la misma, por lo que trasciende al
ámbito penal.

Asimismo, existe coincidencia en el hecho de que to-
das las expresiones de la justicia —con variaciones de
notas según los ámbitos territoriales y materiales de
aplicación— son un poco o muy olvidadas, lentas,
complejas y costosas, lo que provoca una exclusión se-
lectiva de los mexicanos, violentando no solo sus de-
rechos de acceso a la justicia, sino otros tan importan-
tes como el de igualdad o el de debido proceso.

Por ello, y atendiendo a la imposibilidad —e indesea-
bilidad— de que el Estado resuelva por la vía jurisdic-
cional todas las controversias que se susciten entre sus
gobernados y/o las autoridades —con todas las combi-
naciones posibles—, resulta imprescindible y deseable
fortalecer y fomentar la justicia alternativa en México.

Todo lo anterior, además de ser cierto, resulta reflejar
el statu quo de los MASC, así como una política pú-
blica ya adoptada en el Estado Mexicano no solo para
la materia penal, sino para todas las materias.

Así, desde el 2008-06-18, el Órgano Revisor de la
Constitución introdujo la figura de los MASC en el pá-
rrafo cuarto del art. 17 constitucional para todas las
materias, no solo para la penal, pues para esta materia
—la penal—, reservada para la justicia minoril, fue
tres años atrás que lo hizo.
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La redacción fue en los siguientes términos: 

Artículo 17. — [...]

(4) Las leyes preverán mecanismos alternativos de
solución de controversias. En la materia penal regu-
larán su aplicación, asegurarán la reparación del da-
ño y establecerán los casos en los que se requerirá
supervisión judicial.

Bajo tal redacción, la Carta Magna desde 2008 dispu-
so la obligación de que las leyes —sin diferenciar cuá-
les (locales o federales, penales o no penales)— pre-
vieran los referidos MASC, y solo reguló como
condición para estos que, cuando se tratara de la mate-
ria penal, además: (i) regularan su aplicación, (ii) ase-
guraran la reparación del daño y (iii) establecieran los
casos en los que se requiriera supervisión judicial.

La iniciativa refiere la regulación actual de los MASC
tan solo en 23 entidades federativas, lo que podría re-
sultar cierto para materias que no sean la Justicia Pe-
nal para Adolescentes y la ambiental, pues en el caso
del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescen-
tes (SIJPA), absolutamente todas las leyes locales (las
32) regulan esta figura, en tanto que para la materia
ambiental, la Ley Federal de Responsabilidad Am-

biental hace lo propio, resultando que tanto la totali-
dad de las entidades federativas, como la federación ya
regulan desde 2005 a los MASC.

Así, no obstante el «poco uso de salidas alternas y for-
mas de terminación anticipada» en México2:

...los estados podrían canalizar a los MASCP entre
el 25% y 40% de los asuntos presentados ante las
instituciones del sistema de justicia penal. En este
sentido, las posibilidades de descongestionar al sis-
tema de justicia son significativas, pues los delitos
que podrían ser canalizados a medios alternativos,
representan una proporción importante de los de-
nunciados en cada estado.

Y con a pesar de las grandes o pocas diferencias en la
implementación de estos mecanismos, la totalidad de
las entidades federativas ya hace uso de los mismos3:

SEGÚN EL CENTRO DE ESTUDIOS JURÍDI-
COS DE LAS AMÉRICAS4(CEJA):

A pesar de los avances que han significado los pro-
cesos de reforma a la justicia en América Latina, el
acceso de múltiples grupos de la población aún apa-
rece limitado por diversas barreras. Entre ellas está
el alto costo que el proceso judicial suele implicar
para las partes, el largo tiempo que suelen demorar
los procesos, la percepción de corrupción y en al-
gunos casos la ubicación geográfica de los tribuna-
les, usualmente ubicados en lugares céntricos o ale-
jados de algunos grupos de la población. En
consecuencia, se genera un conjunto de necesidades
jurídicas insatisfechas ante las cuales la justicia tra-
dicional, en general, se presenta como ajena y dis-
tante. Para satisfacer estas necesidades ciudadana
de justicia, han surgido una serie de mecanismos e
iniciativas destinadas a constituirse en opciones pa-
ra que la ciudadanía pueda satisfacerlas de manera
más sencilla, rápida y a menor costo. Estos proble-
mas de acceso, se ven agravados cuando los ciuda-
danos/as se encuentran en condición de vulnerabili-
dad, ya sea ésta debida a su edad, condición sexual,
género, etnia, discapacidad, pobreza, etc...

A partir de estos desafíos, los países de la región la-
tinoamericana han venido siguiendo distintas estra-
tegias para ampliar el acceso a la justicia, tanto a ni-
vel de la administración de justicia tradicional,
como mediante la incorporación de mecanismos in-
formales o alternativos al proceso judicial tradicio-
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nal. Entre estos encontramos procedimientos espe-
ciales para enfrentar pequeñas causas y de justicia
vecinal, nuevos procedimientos de ejecución y co-
branza, medios alternativos de solución de conflic-
tos (MASC), el reconocimiento de la justicia de los
pueblos originarios, la utilización de manera cre-
ciente de nuevas tecnologías para brindar servicios
judiciales en línea, entre otros. Estas estrategias se
deben explorar como medidas para confrontar las
barreras de acceso a justicia y al mismo tiempo con-
tribuir a un sistema de justicia más eficiente.5

Esto denota la imperiosa necesidad de ampliar la re-
gulación de los referidos MASC a otras materias que
no sea solo la penal, tal como actualmente lo dispone
el art. 17 de la Carta Magna, puesto que, según los da-
tos que aporta el Inegi6, el mayor porcentaje de liti-
giosidad se presenta en la materia familiar con un
35%, seguida por la civil con 30%, la mercantil con un
20% y al final la penal, con un 13%:

La misma tendencia se presenta al momento de la apli-
cación de los MASC en las diversas materias, pues pa-
ra el año 2013:

...los Centros de Justicia Alternativa de las entida-
des federativas recibieron un total de 137 mil 012
solicitudes, de las cuales 129 mil 370 resultaron
procedentes. De estas últimas, la mayor proporción
porcentual correspondió a la materia Familiar con
el 35.0% del total, seguido de la Civil 31.9%, Mer-
cantil 18.1%, Penal 8.3%, Mixta 2.1%, Justicia pa-
ra Adolescentes 0.7%, Indígena 0.5% y otras, 3.5
por ciento.7

Con la adopción de estos mecanismos, como bien dice
la iniciativa, se disminuirán las altas cargas de trabajo
de los órganos jurisdiccionales, como apoya el estudio

señalado por el CIDE «La importancia de la imple-
mentación de mecanismos alternativos para la solu-
ción de controversias, por su misma naturaleza, es re-
ducir la tasa de litigiosidad y los tiempos para llegar a
una conclusión satisfactoria para las partes sin necesi-
dad de iniciar un proceso judicial».

Sin embargo, tal y como argumenta el Ejecutivo Fede-
ral, existe discrepancia en el tratamiento que en México
se le da a esta figura jurídica, así, el CEJA señala que:

Debido a su estructura federal, la legislación en me-
diación en México va a depender de las particulari-
dades de cada uno de los estados. A pesar de las di-
ferencias que pueda generar este carácter federal, la
legislación de los Estados tiende a regular los
MAPJ a través de leyes generales para un gran gru-
po de materias. Por ese motivo, hemos incluido a
México en este subapartado.

Existen estados que la han incorporado en sus
Constituciones (15), otros que la han desarrollado
como Ley Orgánica (12) y otros a través de leyes
especiales (19).

De las 26 federaciones que ha incorporado la me-
diación u otros mecanismos a la sede judicial: En
10 de ellas depende del Supremo Tribunal de Justi-
cia, 6 los consideran órganos auxiliares, en 2 como
órganos desconcentrados, en 6 dependen de los
Consejos de la Judicatura, en 1 de los Juzgados Ci-
viles y en 1 depende de la Procuraduría General de
Justicia del Estado de Morelos

Las finalidades para las cuales fueron implementa-
dos van a depender de cada Estado, siendo las más
extendidas: Acceso a la Justicia, Cultura de Paz y
Eficiencia y agilidad en la impartición de justicia.
La mayoría de los Estados, conciben la mediación y
la conciliación para las materias de civil, mercantil,
familiar y penal. Los Estados de Sonora y Durando
(sic.) incluyen las materias de laboral, agrario y co-
munitario y Puebla incluye la materia vecinal.8

Por ello el gran acierto de incorporar en 20139 las fa-
cultades al Congreso de la Unión para crear la legisla-
ción única en materia de mecanismos alternativos de
solución de controversias que regirá en la República
en el orden federal y en el fuero común, al tenor de la
siguiente redacción:
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Artículo 73. — El Congreso tiene facultad:

[...]

XXI. Para expedir:

...

c) La legislación única en materia procedimental
penal, de mecanismos alternativos de solución de
controversias y de ejecución de penas que regirá en
la República en el orden federal y en el fuero co-
mún.

Al respecto, el CIDE evaluó esta política criminal de
la siguiente manera:

Aunque tardía, la aprobación y publicación de las
leyes nacionales fue un suceso positivo, pues impli-
có el fin de la diversidad normativa e interpretativa
que complejizaba la posibilidad de contar con una
procuración y administración de justicia homologa-
das en todo el país. Así, este marco normativo úni-
co permitió facilitar los procesos de reorganización
institucional, armonización legislativa, capacitación
y desarrollo de sistemas informáticos, entre otros.
Pero, sobre todo, la llegada de estas normas ha pro-
piciado el desarrollo de modelos nacionales que
permitirán consolidar los esfuerzos para operar un
auténtico sistema penal de corte acusatorio.10

Ante tal situación, esta Comisión coincide completa-
mente en la mención de que en nuestro país, el uso de
los MASC es completamente heterogéneo en todas sus
manifestaciones y que, por lo tanto, resulta imperioso
homogeneizar dicha figura.

El punto nodal, se centra en el mecanismo que habrá
de utilizarse para conseguir dichos fines, pues para
ello, este Constituyente permanente tiene dos vías ya
utilizadas: (i) la regulación a través de las leyes nacio-
nales —como sucede ya en materia procesal penal y
de MASC del orden penal—, o (ii) la normativización
por medio de las leyes generales —como sucede en
materia sustantiva, procesal y de ejecución penal en la
figura del secuestro.

La iniciativa pretende adoptar el segundo de los meca-
nismos, esto es, facultar al Congreso de la Unión para
regular a los MASC como materia concurrente, y no

como materia reservada, lo que dará motivo a estable-
cer una ley general y no una ley nacional.

Conviene recordar las razones expuestas por el Ejecu-
tivo para regular a los MASC mediante una ley marco
de naturaleza general: 

a) Las leyes generales distribuyen competencias en-
tre los distintos órdenes de gobierno en las materias
concurrentes y sientan las bases para su regulación;

b) Pueden incidir válidamente en todos los órdenes
de gobierno que integran el Estado Mexicano, en
virtud de que el Constituyente ha renunciado expre-
samente a su potestad distribuidora de atribuciones;

c) Una ley general debe tener su origen en una cláu-
sula constitucional que faculte al Congreso de la
Unión a dictarla, de tal manera que, una vez apro-
bada, promulgada y publicada, deberá ser aplicada
por las autoridades federales, locales y municipales,
y

d) Las leyes locales tendrán su propio ámbito de re-
gulación, poniendo mayor énfasis en determinados
aspectos que sean preocupantes en una región espe-
cífica.

Lo anterior cobra sustento en los criterios jurispruden-
ciales sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de
la Nación al sostener las características de las materias
concurrentes y de las leyes que las instrumentan, es
decir, de las leyes generales:

Tesis de Jurisprudencia P./J. 142/2001 de la Novena
Época, sostenida por el Tribunal Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, visible en la página
1042, del Tomo XV, enero de 2002, del SJF y su Ga-
ceta, bajo el número de registro 187982, derivada de la
inconstitucionalidad 31/2006, cuyos rubro y conteni-
dos son los siguientes:

FACULTADES CONCURRENTES EN EL SIS-
TEMA JURÍDICO MEXICANO. SUS CARAC-
TERÍSTICAS GENERALES. Si bien es cierto
que el artículo 124 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos establece que: «Las fa-
cultades que no están expresamente concedidas por
esta Constitución a los funcionarios federales, se
entienden reservadas a los Estados», también lo es
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que el Órgano Reformador de la Constitución de-
terminó, en diversos preceptos, la posibilidad de
que el Congreso de la Unión fijara un reparto de
competencias, denominado «facultades concurren-
tes», entre la Federación, las entidades federativas y
los Municipios e, inclusive, el Distrito Federal, en
ciertas materias, como son: la educativa (artículos
3°, fracción VIII y 73, fracción XXV), la de salu-
bridad (artículos 4°, párrafo tercero y 73, fracción
XVI), la de asentamientos humanos (artículos 27,
párrafo tercero y 73, fracción XXIX-C), la de segu-
ridad pública (artículo 73, fracción XXIII), la am-
biental (artículo 73, fracción XXIX-G), la de pro-
tección civil (artículo 73, fracción XXIX-I) y la
deportiva (artículo 73, fracción XXIX-J). Esto es,
en el sistema jurídico mexicano las facultades con-
currentes implican que las entidades federativas, in-
cluso el Distrito Federal, los Municipios y la Fede-
ración, puedan actuar respecto de una misma
materia, pero será el Congreso de la Unión el que
determine la forma y los términos de la participa-
ción de dichos entes a través de una ley general.

Tesis de Jurisprudencia P./J. 38/2011 (9a.) de la Dé-
cima Época, sostenida por el Tribunal Pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en
la página 288, del Libro I, octubre de 2011, Tomo 1,
del SJF y su Gaceta, bajo el número de registro
160856, derivada de la inconstitucionalidad
31/2010, cuyos rubro y contenidos son los siguien-
tes:

FACULTADES CONCURRENTES EN MATE-
RIA DE ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DE
PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y DE PRE-
SERVACIÓN Y RESTAURACIÓN DEL EQUI-
LIBRIO ECOLÓGICO. LOS PROGRAMAS
DE DESARROLLO URBANO MUNICIPAL
DEBEN SER CONGRUENTES CON LOS DE
ORDENAMIENTO ECOLÓGICO FEDERA-
LES Y LOCALES. Tanto la materia de asenta-
mientos humanos como la de protección al ambien-
te y de preservación y restauración del equilibrio
ecológico son constitucionalmente concurrentes y
sus disposiciones se desarrollan a través de leyes
generales, esto es, los tres niveles de gobierno in-
tervienen en ellas. Así, la Ley General de Asenta-
mientos Humanos tiene por objeto fijar las normas
conforme a las cuales los Estados y los Municipios
participan en el ordenamiento y regulación de los

asentamientos humanos; además, establece las nor-
mas bajo las que dichos órdenes de gobierno con-
currirán, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, en el ordenamiento territorial de los
asentamientos humanos y en el desarrollo sustenta-
ble de los centros de población. Por su parte, el ob-
jeto de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente es propiciar el desarrollo
sustentable y establecer las bases para la concurren-
cia de los tres órdenes de gobierno para preservar y
restaurar el equilibrio ecológico, así como la pro-
tección del medio ambiente en el territorio del país.
En este sentido, cuando los planes de desarrollo ur-
bano municipal incidan sobre áreas comprendidas
en los programas de ordenamiento ecológico fede-
rales o locales, si bien es cierto que los Municipios
cuentan con facultades para formular, aprobar y ad-
ministrar la zonificación y planes de desarrollo ur-
bano municipal, así como autorizar, controlar y vi-
gilar la utilización del suelo en el ámbito de su
competencia, interviniendo incluso en actos de pla-
neación, ordenación, regulación, control, vigilancia
y fomento del ordenamiento territorial de los asen-
tamientos humanos y de desarrollo urbano de los
centros de población en la entidad, también lo es
que los Programas de Desarrollo Urbano Municipal
deben ser congruentes con los de Ordenamiento
Ecológico Federales y Locales, pues no debe per-
derse de vista que los Municipios no cuentan con
una facultad exclusiva y definitiva en las materias
de asentamientos urbanos y de protección al am-
biente, ya que ambas son de naturaleza constitucio-
nal concurrente, por lo que este tipo de facultades
municipales deben entenderse sujetas a los linea-
mientos y a las formalidades que se señalan en las
leyes federales y estatales, y nunca como un ámbi-
to exclusivo y aislado del Municipio sin posibilidad
de hacerlo congruente con la planeación realizada
en los otros dos niveles de gobierno.

Tesis de Jurisprudencia P./J. 36/2011 (9a.) de la Dé-
cima Época, sostenida por el Tribunal Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, visible en la
página 297, del Libro I, octubre de 2011, Tomo 1, del
SJF y su Gaceta, bajo el número de registro 160791,
derivada de la inconstitucionalidad 31/2010, cuyos
rubro y contenidos son los siguientes:

PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y PRESERVA-
CIÓN Y RESTAURACIÓN DEL EQUILIBRIO
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ECOLÓGICO. ES UNA MATERIA CONCU-
RRENTE POR DISPOSICIÓN CONSTITU-
CIONAL. Con la adición al artículo 73 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos
de la fracción XXIX-G, mediante decreto publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de agos-
to de 1987, la materia de protección al ambiente y
de preservación y restauración del equilibrio ecoló-
gico se regula de manera concurrente por los tres ni-
veles de gobierno. Así, las competencias se estable-
cen a través de una ley general, pero con la
particularidad de que cuenta con elementos mate-
riales de referencia y mandatos de optimización es-
tablecidos en la propia Constitución, los cuales de-
ben guiar la actuación de los órganos legislativos y
ejecutivos de los distintos niveles de gobierno. Esta
ley es la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, cuyo objeto es propiciar el
desarrollo sustentable y establecer las bases para la
concurrencia de los tres órdenes de gobierno para
preservar y restaurar el equilibrio ecológico, así co-
mo proteger el medio ambiente en el territorio del
país. De este modo, la materia de protección al am-
biente fue absorbida por parte de la Federación y al
mismo tiempo se delegó al legislador ordinario, al
cual se mandató para que estableciera, a través de la
Ley General, la concurrencia de la facultad indica-
da entre los tres niveles de gobierno, pero mante-
niendo una homogeneidad en cuanto a los objetivos
establecidos directamente en el artículo 27 constitu-
cional.

Tesis de Jurisprudencia P./J. 37/2011 (9a.) de la Dé-
cima Época, sostenida por el Tribunal Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, visible en la
página 298, del Libro I, octubre de 2011, Tomo 1, del
SJF y su Gaceta, bajo el número de registro 160790,
derivada de la inconstitucionalidad 31/2010, cuyos
rubro y contenidos son los siguientes:

PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y PRESERVA-
CIÓN Y RESTAURACIÓN DEL EQUILIBRIO
ECOLÓGICO. VÍAS DE ANÁLISIS DE LOS
ÁMBITOS DE COMPETENCIA EN ESA MA-
TERIA. La facultad constitucional concurrente en
materia de protección al ambiente y de preservación
y restauración del equilibrio ecológico prevista en el
artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe in-
terpretarse en el contexto normativo que señala el

sistema general de planeación del desarrollo nacio-
nal establecido en el artículo 20 BIS de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, ya que las facultades de planeación de los
distintos niveles de gobierno no funcionan en una
relación jerárquico-normativa o de distribución
competencial, sino que tienen una injerencia directa
en las políticas públicas desarrolladas por los distin-
tos niveles de gobierno, cuya autonomía tiene un im-
pacto directo en la relación de la planeación de las
distintas jurisdicciones. En este sentido, existen dos
vías de análisis de los ámbitos de competencia en es-
ta materia que son paralelas y complementarias: 1.
La normativa, que es la que establece las relaciones
jerárquicas o de división competencial de la que de-
riva la validez de las distintas disposiciones emitidas
por los diversos niveles de gobierno; y, 2. La de los
planes, programas y acciones relacionadas con la
planeación que, si bien derivan y tienen una relación
directa con la primera vertiente, se relacionan entre
ellas de manera distinta a la validez, con criterios co-
mo congruencia, coordinación y ajuste.

En ese orden de ideas, no se desconocen los criterios
sostenidos por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, en el sentido de que:

295...., precisamente, derivado del federalismo, se
presenta una gran producción normativa que no se-
rá, ni tiene que ser constitucionalmente uniforme.
El hecho de que en una entidad se regule de deter-
minada manera una institución civil, no significa
que las demás deban hacerlo en forma idéntica o si-
milar, como tampoco que se limite o restrinja la fa-
cultad de una entidad para legislar en sentido diver-
so a las restantes.

298. Así, en un sistema federal encontramos diver-
sos órdenes jurídicos encargados de la producción
normativa —federal, estatal, municipal— que, por
ende, derivan en un gran número de leyes que res-
ponden a sus propias circunstancias y necesidades,
lo cual innegablemente lleva a que no exista unifor-
midad en las normas que las entidades federativas
expiden para regular materias a ellos reservadas o
expresamente otorgadas, como ocurre con el Distri-
to Federal; lo que da lugar a una multiplicidad de
criterios normativos que deben ser armonizados y
regulados por la legislación que los propios entes
territoriales promulguen al respecto,...11
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Pues si bien es cierto que la diversidad normativa es
una expresión del federalismo, el pacto que a través de
la Constitución se hace por parte de las entidades fe-
derativas y la federación en la que aquellas ceden fa-
cultades a favor de esta para homologar criterios, tam-
bién es una expresión viva de esta forma de gobierno.

De ahí que si lo que se pretende es homologar y crear
formas de participación entre el ámbito local y el fe-
deral, no es mediante las leyes nacionales o las ambi-
valentes —que permiten a la federación legislar para
todo el país en ambos fueros, una parte de él o solo pa-
ra ella misma y una entidad federada, como (i) el Có-

digo Nacional de Procedimientos Penales, (ii) el Có-

digo Civil para el Distrito Federal y Territorios

Federales en Materia Común y para toda la Repúbli-

ca en Materia Federal o (iii) la Ley para el Trata-

miento de Menores Infractores, para el Distrito Fede-

ral en Materia Común y para Toda la República en

Materia Federal—, sino a través de leyes generales
que establezcan distribuciones de competencias y un
sistema de coordinación entre autoridades, como en el
caso de (i) la Ley General para Prevenir, Sancionar y

Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas

y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de es-

tos Delitos o (ii) la Ley General del Equilibrio Ecoló-

gico y la Protección al Ambiente.

De tal suerte que, de la exposición de motivos de la
iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal, no que-
da duda de que busca la adopción, en su momento, de
una o unas Leyes Generales de Mecanismos Alternati-
vos de Solución de Controversias en todas las mate-
rias, excepto la penal.

Situación esta que rompería con la sistemática consti-
tucional por las razones siguientes:

Actualmente la Constitución regula ya facultades a fa-
vor del Congreso General para legislar de manera úni-
ca (reservada) en materia de Mecanismos Alternativos
de Solución de Controversias para toda la República
en el orden federal y en el fuero común que, por su
ubicación sistemática, se ha entendido —correctamen-
te— que se refiere en exclusiva a la materia penal.

La pretensión de facultar al legislador federal para
«expedir la ley general que establezca los principios y
bases en materia de mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias, con excepción de la materia pe-

nal», presentaría una doble regulación diferenciada de
los MASC: por un lado la penal, a través de una ley
nacional y, por otro lado todas las demás materias, a
través de leyes generales.

Sobre este punto, debe tomarse en consideración que
el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, en la Acción de Inconstitucionalidad 2/2010
sostuvo que:

..., razón por la cual, en el caso, el control constitu-
cional se inscribe no bajo un análisis de objetividad,
razonabilidad y proporcionalidad para determinar la
pertinencia de un trato diferenciado y la violación o
no a los principios de igualdad y no discriminación,
caso en que la medida legislativa debe examinarse
bajo un escrutinio estricto, sino sólo en un análisis
de razonabilidad que permita verificar: a) Si la op-
ción elegida por el legislador trastoca o no bienes o
valores constitucionalmente protegidos, y, b) Si los
hechos, sucesos, personas o colectivos guardan una
identidad suficiente que justifique darles el mismo
trato, o bien, que existen diferencias objetivas rele-
vantes por las cuales deba darse un trato desigual, el
cual estará no sólo permitido sino, en algunos ca-
sos, exigido constitucionalmente.

De ahí que sea necesario homologar no solo el trato
que le dan las leyes locales, como lo solicita el Ejecu-
tivo, sino el mismo trato que les da la propia Constitu-
ción General de la República, debiendo, por consi-
guiente, modificar el texto del art. 73, fracción XXI en
su inciso c), así como la propuesta del Ejecutivo.

Por lo anterior, resulta necesario presentar un cuadro
en el que se refleja tal propuesta:
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C. MEJORA REGULATORIA

La iniciativa del Diputado Luis Fernando Antero Va-
lle, propone reformar la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, bajo la siguiente argu-
mentación:

...según la definición contenida en el Convenio de
colaboración entre la Asociación Mexicana de Se-
cretarios de Desarrollo Económico y la Comisión
Federal de Mejora Regulatoria (Cofemer), la mejo-
ra regulatoria se define de la siguiente manera:

...una política pública que consiste en la generación
de normas claras, de trámites y servicios simplifica-
dos, así como de instituciones eficaces para su crea-
ción y aplicación, que se orienten a obtener el ma-
yor valor posible de los recursos disponibles y del
óptimo funcionamiento de las actividades comer-
ciales, industriales, productivas, de servicios y de
desarrollo humano de la sociedad en su conjunto.

El propósito de la mejora regulatoria radica enton-
ces en procurar los mayores beneficios para la so-
ciedad con los menores costos posibles, mediante la
formulación normativa de reglas e incentivos que
estimulen la innovación, la confianza en la econo-
mía, la productividad, la eficiencia y la competitivi-
dad a favor del crecimiento, bienestar general y de-
sarrollo humano.»

Tanto a nivel federal, como en los ámbitos estatal y
municipal, varias dependencias, órganos descon-
centrados y organismos descentralizados poseen fa-
cultades para emitir regulaciones en sus respectivas
materias. La multiplicidad de actores que a lo largo
y ancho del país tienen atribuciones para expedir es-
ta clase de normas, plantea la exigencia, en primer
lugar, de que la mejora regulatoria llegue a todo el
territorio nacional; y, en segundo lugar, de que exis-
ta una coordinación entre niveles gubernamentales
para aplicar los principios de dicha política...

...existen cinco entidades que aún no cuentan con su
propia legislación en la materia que nos ocupa: la
Ciudad de México, Baja California Sur, Guerrero,
Michoacán y Nayarit. Al revisar el ranking Estatal
de Mejora Regulatoria, publicado en 2012 por el
Centro de Investigación para el Desarrollo, A.C., es
posible observar que estos cinco estados se encuen-

tran en las peores posiciones, lo cual indica que su
marco legislativo no se adecúa a las prácticas y a los
principios impulsados por la mejora regulatoria.

La mejora regulatoria, con una correcta y óptima
aplicación, es capaz de originar una gran cantidad
de beneficios.

Por otro lado, la iniciativa de decreto que adiciona un
párrafo último al art. 25 y una fracción al art. 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

nos, en materia de mejora regulatoria del Ejecutivo Fe-
deral, presenta la siguiente argumentación nodal:

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 estable-
ce como una de las metas nacionales, para alcanzar
un «México Próspero», garantizar la emisión de re-
glas claras que incentiven el desarrollo de un mer-
cado interno competitivo, mediante la instrumenta-
ción de un modelo de mejora regulatoria integral
que incluya políticas de revisión normativa, de sim-
plificación y homologación nacional de trámites,
así como medidas para facilitar la creación y esca-
lamiento de empresas... cuando en el diseño de las
normas no se considera la perspectiva de mejora re-
gulatoria, es posible que con su emisión se impon-
gan costos sustanciales que terminen por transfor-
marse en mayores precios para los consumidores,
costos regresivos para las empresas, barreras regu-
latorias para el acceso a los mercados y, en general,
menores niveles de productividad. ...la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
co (OCDE), de los cuáles México forma parte,... ha
sostenido que «una política regulatoria eficaz apoya
el desarrollo económico, la consecución de objeti-
vos sociales más explícitos como el bienestar social
y la sustentabilidad ambiental, y fortalece el Estado
de Derecho. 

...En consideración a lo anterior, el análisis y eva-
luación cuidadosos de los beneficios y costos po-
tenciales de las leyes y demás normas generales, se
convierte en nuestros días en una tarea central de
los gobiernos democráticos,...

El 27 de noviembre de 2014, encomendé al Centro
de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) la
organización de foros de consulta con diversos sec-
tores de la sociedad, para elaborar una serie de pro-
puestas y recomendaciones sobre la justicia cotidia-
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na en el país. Derivado de dichos foros se recomen-
dó desarrollar una profunda política nacional de
mejora regulatoria, así como llevar a cabo una ins-
tancia de diálogo entre los sectores público, social y
privado. Esta instancia se materializó en los Diálo-
gos por la Justicia Cotidiana.

La mesa de Política en materia de justicia de los
Diálogos por la Justicia Cotidiana retomó esa reco-
mendación y concluyó que existe una gran comple-
jidad normativa que impacta de forma negativa el
derecho de acceso a la justicia de las personas: hay
un gran número de leyes a nivel nacional, lo que
crea un marco jurídico complejo y poco accesible;
sólo la normativa federal y estatal puede consultar-
se fácilmente; los ordenamientos no siempre tienen
una dirección clara o armonizada con políticas pú-
blicas; se utiliza un lenguaje técnico y de difícil
comprensión para la mayoría de la población, entre
otros.

Conclusiones

...la realidad muestra que aún no se cuenta con una
estrategia efectiva de mejora regulatoria integral.
En su lugar... se nos presenta un mosaico de leyes y
ordenamientos con distintos niveles de efectivi-
dad...

...el resto de las normas generales, en particular
aquéllas que provienen del Poder Legislativo, de los
órganos constitucionales autónomos e incluso de
otros órganos que, si bien integran la APF, no ejer-
cen funciones típicas de autoridad o presentan una
organización administrativa completamente nueva,
queden al margen de los beneficios que aporta la
política de mejora regulatoria.

...han recomendado a México la inclusión de meca-
nismos y herramientas para asegurar la calidad de
las disposiciones normativas que emanan del Con-
greso, toda vez que si bien esto ya ocurre en la APF,
las disposiciones emitidas en este ámbito constitu-
yen sólo una parte de la normatividad que se emite
en el país.

Debe considerarse también que la mejora regulato-
ria no sólo tiene como finalidad generar un mejor
ambiente económico que propicie la competitividad
nacional, sino también considerar la plena satisfac-

ción a los principios de transparencia, la participa-
ción ciudadana, la responsabilidad pública, la ren-
dición de cuentas, y la eficiencia de la acción gu-
bernamental. 

La situación que denuncia la iniciativa es que:

1) Aún no se cuenta con una estrategia efectiva de
mejora regulatoria integral, y

2) Existe una gran complejidad normativa que im-
pacta de forma negativa el derecho de acceso a la
justicia de las personas, lo que crea un marco jurí-
dico complejo y poco accesible con las siguientes
características:

2) Existe una gran complejidad normativa que im-
pacta de forma negativa el derecho de acceso a la
justicia de las personas, lo que crea un marco jurí-
dico complejo y poco accesible con las siguientes
características:

a) Solo la normativa federal y estatal puede con-
sultarse fácilmente, y cinco estados ni siquiera
tienen una ley en la materia;

b) Los ordenamientos no siempre tienen una di-
rección clara o armonizada con políticas públi-
cas, induciendo, en la práctica, poca interven-
ción estatal y municipal;

c) Se utiliza un lenguaje técnico y de difícil
comprensión para la mayoría de la población, y

d) Existen distintos niveles de efectividad entre
esas leyes.

Con la reforma, se pretende alcanzar los siguientes ob-
jetivos:

1) Desarrollar una profunda política nacional de
mejora regulatoria;

2) Generar un mejor ambiente económico que pro-
picie la competitividad nacional;

3) Considerar la plena satisfacción a los principios
de transparencia, la participación ciudadana, la res-
ponsabilidad pública, la rendición de cuentas, y la
eficiencia de la acción gubernamental;
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4) Garantizar la emisión de reglas claras que incen-
tiven el desarrollo de un mercado interno competi-
tivo, y

5) La instrumentación de un modelo de mejora re-
gulatoria integral que incluya políticas de revisión
normativa, de simplificación y homologación na-
cional de trámites, así como medidas para facilitar
la creación y escalamiento de empresas.

Lo anterior, pretende llevarse a cabo mediante su dise-
ño constitucional como materia concurrente, facultan-
do al Legislador Federal a crear la respectiva ley ge-
neral en la materia.

A continuación se presenta un cuadro comparativo de
la iniciativa presentada por el Diputado:

A continuación se presenta un cuadro comparativo de
la iniciativa presentada por el Ejecutivo:

Como se mencionó ab initio de este documento, la ar-
gumentación de la pertinencia de la adopción de esta
política legislativa resulta la misma que para el caso de
los MASC, por lo que en obvio de repeticiones se tie-
ne aquí como reproducida y aceptada para su aplica-
ción en tal propuesta, con la plena coincidencia de es-
ta Comisión Dictaminadora en la necesidad de adoptar
esta medida legislativa.

D. JUSTICIA CÍVICA E ITINERANTE

La propuesta de decreto que adiciona una fracción al
art. 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-

dos Mexicanos, en materia de justicia cívica e itine-
rante, presenta fundamentalmente la siguiente argu-
mentación:

...encomendé al Centro de Investigación y Docencia
Económicas (CIDE) llevar a cabo foros de consulta
para identificar los problemas más trascedentes so-
bre justicia cotidiana.

Entre los problemas que se detectaron a partir de los
foros, se encuentra la marginación jurídica y la difi-
cultad que tienen las personas para acceder a la jus-
ticia.

Asimismo, los Diálogos por la Justicia Cotidiana
permitieron identificar que una barrera importante
de acceso a la justicia es la falta de información
oportuna y de calidad sobre la forma en que un con-
flicto puede ser atendido. Más aun, las instancias de
resolución de controversias se encuentran alejadas
de gran parte de la población.

Además, se identificó que los conflictos comunita-
rios tampoco cuentan, en general, con mecanismos
de resolución o gestión efectivos y de fácil acceso
para su solución.

...la población desconfía de las instituciones y pro-
cedimientos de procuración y administración de
justicia. Esta desconfianza se extiende a las autori-
dades y a los operadores mismos del sistema de jus-
ticia.

...en la actualidad, vivimos una crisis de valores cí-
vicos y de respeto hacia el estado de Derecho, y
existe un sentimiento de injusticia y decepción en el
sistema por parte de los ciudadanos.
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Por ello, las soluciones que se propusieron para
atender estos problemas se centran en dos aspectos
fundamentales: (i) fortalecer la justicia cívica, y (ii)
crear mecanismos que detonen la justicia itinerante.

Justicia Cívica

La justicia cívica debe ser el detonante para solu-
cionar conflictos menores... que en muchas ocasio-
nes resultan largos y costosos por una inadecuada
atención y solución temprana a éstos. 

[...]

Por ello, la justicia cívica juega un papel importan-
tísimo en la prevención de conflictos, pues estable-
ce reglas mínimas de comportamiento y de convi-
vencia armónica.

En este sentido, diversas entidades federativas ya
cuentan con ordenamientos jurídicos que regulan la
convivencia armónica de las personas, a través de
leyes o reglamentos de cultura cívica, no obstante,
esto no ha logrado permear en todo el país por di-
versas circunstancias, particularmente porque no
existen criterios homogéneos que faciliten la convi-
vencia diaria de las personas y sus relaciones per-
sonales. Además, en muchas ocasiones las autorida-
des desconocen la existencia de estas normas
jurídicas.

Por ello, uno de los objetivos de la presente inicia-
tiva es facultar al Congreso de la Unión para emitir
una ley general que establezca las bases y los prin-
cipios que deberán observar los órdenes de gobier-
no, en el ámbito de su competencia, en materia de
justicia cívica.

[...]

Justicia Itinerante

El concepto de justicia ha estado asociado a la ne-
cesidad de contar con espacios físicos que permitan
a los jueces atender y resolver los conflictos que se
les presentan. Durante mucho tiempo esta idea se ha
encontrado con el inconveniente de la suficiencia
presupuestaria y de la lejanía en la que se encuen-
tran muchas comunidades de los centros donde se
administra y se imparte justicia.

Es tiempo de cambiar esta idea y de acercar la jus-
ticia a las personas.

[...]

la justicia itinerante implica la realización de trámi-
tes, servicios administrativos, así como la resolu-
ción efectiva y pronta de conflictos que se presen-
tan en una determinada comunidad.

[...]

...los Tribunales Agrarios son los únicos órganos
jurisdiccionales que desarrollan Programas de
Administración de Justicia Itinerante dentro de
sus jurisdicciones territoriales. Los usuarios del
servicio de administración de justicia agraria, ge-
neralmente se encuentran dispersos en áreas geo-
gráficas apartadas, lo que dificulta su acceso a las
instalaciones de los órganos impartidores de justi-
cia agraria lo cual redunda en perjuicio de su eco-
nomía. 

[...]

Este modelo de justicia itinerante, se propone que
sea replicado no sólo respecto de procedimientos
jurisdiccionales y administrativos, sino que se con-
templen tanto a la asistencia temprana, a los meca-
nismos alternativos de solución de conflictos y, por
supuesto, a la justicia cívica.

Por todo lo anterior, el Decreto de mérito propone
que, a partir de la facultad que ejerza el Congreso
de la Unión, las leyes de las entidades federativas
deberán prever los principios a los que deberán su-
jetarse las autoridades para que la justicia itinerante
sea accesible y disponible a los ciudadanos, además
deberán establecer las bases para la organización y
funcionamiento de la justicia cívica e itinerante, así
como sus mecanismos de acceso.

De la lectura de esta parte expositiva, se desprende que
en gran medida se retoman los argumentos que para
los MASC se vertieron en su momento.

Debiendo agregar que, tal y como lo menciona la ini-
ciativa, la opción de aplicar la justicia cívica como so-
lución a conflictos menores atiende además a la poca
confianza en los sistemas de justicia y en México. Al
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respecto, la OCDE señala para el caso mexicano en un
nivel de confianza inferior al 45%12:

El CEJA menciona al respecto de la materia de la pro-
puesta:

A pesar de los avances que han significado los pro-
cesos de reforma a la justicia en América Latina, el
acceso de múltiples grupos de la población aún apa-
rece limitado por diversas barreras. Entre ellas está
el alto costo que el proceso judicial suele implicar
para las partes, el largo tiempo que suelen demorar
los procesos, la percepción de corrupción y en al-
gunos casos la ubicación geográfica de los tribuna-
les, usualmente ubicados en lugares céntricos o ale-
jados de algunos grupos de la población. En
consecuencia, se genera un conjunto de necesidades
jurídicas insatisfechas ante las cuales la justicia tra-
dicional, en general, se presenta como ajena y dis-
tante. Para satisfacer estas necesidades ciudadana
de justicia, han surgido una serie de mecanismos e
iniciativas destinadas a constituirse en opciones pa-
ra que la ciudadanía pueda satisfacerlas de manera
más sencilla, rápida y a menor costo. Estos proble-
mas de acceso, se ven agravados cuando los ciuda-
danos/as se encuentran en condición de vulnerabili-
dad, ya sea ésta debida a su edad, condición sexual,
género, etnia, discapacidad, pobreza, etc...

A partir de estos desafíos, los países de la región la-
tinoamericana han venido siguiendo distintas estra-
tegias para ampliar el acceso a la justicia, tanto a ni-
vel de la administración de justicia tradicional,
como mediante la incorporación de mecanismos in-
formales o alternativos al proceso judicial tradicio-
nal. Entre estos encontramos procedimientos espe-
ciales para enfrentar pequeñas causas y de justicia
vecinal, nuevos procedimientos de ejecución y co-
branza, medios alternativos de solución de conflic-
tos (MASC), el reconocimiento de la justicia de los

pueblos originarios, la utilización de manera cre-
ciente de nuevas tecnologías para brindar servicios
judiciales en línea, entre otros. Estas estrategias se
deben explorar como medidas para confrontar las
barreras de acceso a justicia y al mismo tiempo con-
tribuir a un sistema de justicia más eficiente.13

La iniciativa una vez más pone en relieve la falta de
criterios homogéneos en los diseños normativos de las
entidades federativas, por lo que se persiga dotar de fa-
cultades al Congreso de la Unión «para emitir una ley
general que establezca las bases y los principios que
deberán observar los órdenes de gobierno, en el ámbi-
to de su competencia, en materia de justicia cívica» e
itinerante, a fin de acercar la justicia a la gente.

De ahí que se compartan ampliamente las considera-
ciones relativas a la adopción de estas como materias
concurrentes, bajo los argumentos ya vertidos en este
documento.

Se presenta entonces un cuadro de contenidos en esta
materia:

E. REGISTROS CIVILES

La iniciativa de decreto busca reformar la fracción
XXIX-R del art. 73 de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, en materia de registros ci-
viles, bajo la siguiente argumentación:

El 17 de junio de 2014 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación una adición al artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, a fin de establecer que toda persona tiene
derecho a la identidad y a ser registrado de manera
inmediata a su nacimiento, debiendo el Estado ga-
rantizar el cumplimiento de estos derechos y la au-
toridad competente otorgar, de manera gratuita, la
primer copia certificada del acta de registro de na-
cimiento.
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El derecho a la identidad, reconocido en nuestra
Constitución desde 2014, es un derecho humano re-
conocido también en diversos instrumentos interna-
cionales ratificados por el Estado mexicano...

La identidad es el umbral para garantizar el ejercicio
de todos los demás derechos reconocidos en nuestra
Constitución Política. Al respecto, el Poder Judicial
de la Federación ha señalado que «Este derecho con-
siste en el reconocimiento jurídico-social de toda
persona como sujeto de derechos, responsabilida-
des, de su pertenencia a un Estado, un territorio, una
sociedad y una familia, en otras palabras, es una
condición necesaria para presentar, tanto la dignidad
individual, como la colectiva de las personas».

[...]

El principal mecanismo a través del cual el Estado
garantiza el derecho a la identidad, es la inscripción
del registro de los recién nacidos en el Registro Ci-
vil, de ahí la relevancia y necesidad de contar con el
acta de nacimiento que lo acredite.

[...]

...de acuerdo con el diagnóstico elaborado por el
CIDE, en México existe un alto índice de «subre-
gistro», así como de personas que no cuentan con
documentos oficiales con datos fidedignos, y que
dificulta al Estado proteger eficiente y certeramen-
te el derecho a la Identidad de la población y garan-
tizar otros derechos consagrados en nuestra Consti-
tución.

[...]

...las causas que dan origen a la marginación jurídi-
ca, la heterogeneidad de la regulación de registros
civiles en las entidades federativas, las barreras ge-
ográficas para acceder a una oficina del Registro
Civil, los costos económicos de este tipo de trámi-
tes, barreras culturales, además de la disparidad en
los recursos materiales y humanos con que cuentan
las oficinas del Registro Civil.

[...]

Actualmente, convergen en el ordenamiento jurídi-
co nacional una gran diversidad de leyes y disposi-

ciones que norman la actividad de los registros ci-
viles; 

[...]

...la diversidad nacional en materia de registros ci-
viles ha presentado problemas que han impedido,
en la mayoría de los casos, contar con documentos
no solo de identidad, sino también del estado civil,
que dificultan el ejercicio de una multiplicidad de
derechos.

Aunado a lo anterior, encontramos una carencia en
programas de modernización de los registros civi-
les, así como falta de infraestructura, lo que propi-
cia procesos registrales lentos, obsoletos, inseguros
y, en algunos casos, con operaciones discrecionales;
falta de programas constantes de profesionalización
para registradores; legislación inoperativa para el
uso de sistemas electrónicos, firma digital y trámi-
tes en línea; desvinculación de otros registros, y
evolución desigual de la actividad registral de las
entidades federativas, tanto humana como tecnoló-
gica; entre otros.

Debe tenerse en cuenta que, la problemática que se
evidencia, centra la atención en el hecho de que «la
diversidad nacional en materia de registros civiles ha
presentado problemas que han impedido, en la mayo-
ría de los casos, contar con documentos no solo de
identidad, sino también del estado civil, que dificul-
tan el ejercicio de una multiplicidad de derechos», lo
que se traduce nuevamente en falta de homogeniza-
ción.

Pero, más allá de que este Órgano Revisor de la Cons-
titución invoque los argumentos pertinentes a la adop-
ción de la concurrencia de competencias en la materia,
es menester resaltar que, en la iniciativa presentada
por el Ejecutivo Federal se menciona que:

La legislación que se expida deberá prever, al me-
nos: la obligación de trabajar con formatos accesi-
bles de inscripción; la estandarización de actas a ni-
vel nacional; medidas de seguridad física y
electrónica; la posibilidad de realizar trámites con
firmas digitales; de realizar consultas y emisiones
vía remota; el diseño de mecanismos alternos para
la atención de comunidades indígenas y grupos en
situación de especial vulnerabilidad y marginación;
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mecanismos homologados de captura de datos; sim-
plificación de procedimientos de corrección, rectifi-
cación y aclaración de actas. Fue enviada a la Co-
misión de Puntos Constitucionales.

Sin embargo, de la lectura del texto normativo pro-
puesto no se desprende —ni siquiera de manera infe-
rencial— que una vez adoptada la redacción propues-
ta a la referida fracción XXIX-Q del art. 73 la ley
general que cree la federación deba contener esos pa-
rámetros deónticos, reduciendo así el margen de dis-
crecionalidad del legislador secundario federal.

Así, resulta por demás evidente que de pretender el
establecimiento de esos parámetros normativos, de-
berán establecerse de manera expresa, pero dado que
la fracción de mérito no se ocupará solamente de la
figura de los registros civiles, sino también de los
«registros públicos inmobiliarios y de personas mo-
rales de las entidades federativas y los catastros mu-
nicipales», tal regulación no es viable en la referida
fracción.

Por tal motivo se presenta la necesidad de generar un
artículo transitorio adicional que así lo indique, según
el cuadro que se presenta a continuación:

Por último, debe mencionarse que, toda vez que se to-
mó la decisión de dictaminar las cuatro iniciativas en
un mismo documento, el régimen transitorio deberá
sufrir modificaciones para adecuarlo al nuevo texto de
reformas y adiciones.

III. TEXTO NORMATIVO Y RÉGIMEN TRAN-
SITORIO

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión somete
a consideración del Pleno de la Cámara de Diputados
el siguiente:

Proyecto de Decreto por el que se adicionan y mo-
difican diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria de Mecanismos- Alternativos de Solución de
Controversias, Mejora Regulatoria, Justicia Cívica
e Itinerante y Registros Civiles.

Artículo Único. — Se ADICIONAN un párrafo últi-
mo al artículo 25 y las fracciones XXIX-A, XXIX-Y y
XXIX-Z al artículo 73 y se REFORMAN las fraccio-
nes XXI, inciso c) y XXIX-R del artículo 73, todos de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 25...

...

...

...

...

...

...

...

...

A fin de contribuir al cumplimiento de los objetivos
señalados en los párrafos primero, sexto y noveno de
este artículo, las autoridades de todos los órdenes de
gobierno, en el ámbito de su competencia, deberán
implementar políticas públicas de mejora regulatoria

Martes 15 de noviembre de 2016 Gaceta Parlamentaria19



para la simplificación de regulaciones, trámites, servi-
cios y demás objetivos que establezca la ley general en
la materia. 

Artículo 73...

I a XX...

XXI. Para expedir:

a) y b)...

c) La legislación única en materia procedimental
penal, de mecanismos alternativos de solución
de controversias en materia penal, de ejecución
de penas y de justicia penal para adolescentes,
que regirá en la República en el orden federal y
en el fuero común.

...

...

XXII a XXIX...

XXIX-A. Para expedir la ley general que establez-
ca los principios y bases en materia de mecanismos
alternativos de solución de controversias, con ex-
cepción de la materia penal;

XXIX-B a XXIX-Q...

XXIX-R. Para expedir las leyes generales que ar-
monicen y homologuen la organización y el funcio-
namiento de los registros civiles, los registros pú-
blicos inmobiliarios y de personas morales de las
entidades federativas y los catastros municipales;

XXIX-S a XXIX-X...

XXIX-Y. Para expedir la ley general que establezca
los principios y bases a los que deberán sujetarse los
órdenes de gobierno, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, en materia de mejora regulatoria;

XXIX-Z. Para expedir la ley general que establezca
los principios y bases a los que deberán sujetarse
los órdenes de gobierno, en el ámbito de su respec-
tiva competencia, en materia de justicia cívica e iti-
nerante, y

XXX...

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

SEGUNDO. En un plazo que no excederá de 180 días
naturales siguientes a la entrada en vigor del presente
Decreto, el Congreso de la Unión expedirá las leyes
generales a que se refieren las fracciones XXIX-A,
XXIX-R, XXIX-Y y XXIX-Z de esta Constitución.

TERCERO. La ley general en materia de registros ci-
viles a que se refiere la fracción XXIX-R del artículo
73 de esta Constitución deberá prever, al menos: la
obligación de trabajar con formatos accesibles de ins-
cripción; la estandarización de actas a nivel nacional;
medidas de seguridad física y electrónica; la posibili-
dad de realizar trámites con firmas digitales; de reali-
zar consultas y emisiones vía remota; el diseño de me-
canismos alternos para la atención de comunidades
indígenas y grupos en situación de especial vulnerabi-
lidad y marginación; mecanismos homologados de
captura de datos; simplificación de procedimientos de
corrección, rectificación y aclaración de actas.

Los documentos expedidos con antelación a la entrada
en vigor de la ley a que se refiere el Segundo transito-
rio del presente Decreto, continuarán siendo válidos
conforme a las disposiciones vigentes al momento de
su expedición. Asimismo, los procedimientos inicia-
dos y las resoluciones emitidas con fundamento en di-
chas disposiciones deberán concluirse y ejecutarse,
respectivamente, conforme a las mismas.

CUARTO. La legislación federal y local en materia de
mecanismos alternativos de solución de controversias
continuará vigente hasta en tanto entre en vigor la le-
gislación a que se refiere el presente Decreto, por lo
que los procedimientos iniciados y las sentencias emi-
tidas con fundamento en las mismas, deberán con-
cluirse y ejecutarse, conforme a lo previsto en aqué-
llas.

QUINTO. La legislación en materia de mecanismos
alternativos de solución de controversias de la federa-
ción y de las entidades federativas deberá ajustarse a
lo previsto en la ley general que emita el Congreso de
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la Unión conforme al artículo 73, fracción XXIX-A de
esta Constitución.

SEXTO. La ley general en materia de mejora regula-
toria a que se refiere la fracción XXIX-Y del artículo
73 de esta Constitución deberá considerar al menos, lo
siguiente:

a) Un catálogo nacional de regulaciones, trámites y
servicios federales, locales y municipales con el ob-
jetivo de generar seguridad jurídica a los particula-
res.

b) Establecer la obligación para las autoridades de
facilitar los trámites y la obtención de servicios me-
diante el uso de las tecnologías de la información,
de conformidad con su disponibilidad presupuesta-
ria. 

c) La inscripción en el catálogo será obligatoria pa-
ra todas las autoridades en los términos en que la
misma disponga.

SÉPTIMO. La ley general en materia de justicia cívi-
ca e itinerante a que se refiere el artículo 73, fracción
XXIX-Z de esta Constitución deberá considerar, al
menos lo siguiente:

a) Los principios a los que deberán sujetarse las au-
toridades para que la justicia itinerante sea accesi-
ble y disponible a los ciudadanos;

b) Las bases para la organización y funcionamiento
de la justicia cívica en las entidades federativas, y 

c) Los mecanismos de acceso a la justicia cívica e
itinerante y la obligación de las autoridades de cum-
plir con los principios previstos por la ley.

Las legislaturas de las entidades federativas proveerán
de los recursos necesarios para cumplir con lo dis-
puesto en el presente artículo transitorio.

Notas:

1 Aguascalientes, Baja California, Campeche, Chiapas, Chihua-

hua, Ciudad de México, Coahuila de Zaragoza, Colima, Durango,

México, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Nayarit, Nuevo León, Oa-

xaca, Quintana Roo, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yu-

catán y Zacatecas.

2 Según el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CI-

DE), «Menos del 4% de las sanciones en México contemplan el

uso de alternativas como las multas o la reparación del daño. En la

práctica, el sistema de justicia se ha reducido a la aplicación de pe-

nas de prisión y a la institucionalización del sistema carcelario, sin

que ello signifique necesariamente una solución al conflicto». Vé-

ase CENTRO DE INVESTIGACIÓN PARA EL DESARROLLO,

Hallazgos 2015: evaluación de la implementación y operación a

ocho años de la reforma constitucional en materia de justicia pe-

nal, CIDAC, México 2016, p. 131.

3 Ibídem., p. 50. Por su parte, el CIDE señala que «Otro aspecto

que contribuye al mejoramiento de la justicia, son los Institutos o

Centros de Justicia Alternativa. En la actualidad, todas las Entida-

des Federativas de la República Mexicana reportan la existencia de

dichos órganos y brindan diversos servicios de asesoría, mediación

y conciliación, de manera gratuita y accesible a cualquier persona

que lo solicite». Véase CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y DO-

CENCIA ECONÓMICAS, Informe de resultados de los Foros de

Justicia Cotidiana, CIDE, México 2015, p. 183. Por su parte, a ni-

vel federal la Procuraduría Federal del Consumidor, la Procuradu-

ría de la Defensa del Trabajo, la Junta Federal de Conciliación y

Arbitraje, la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de

los Usuarios de Servicios Financieros y el Instituto Federal de De-

fensoría Pública, ya aplican MASC. Véase CENTRO DE ESTU-

DIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS, Mecanismos Alterna-

tivos al Proceso Judicial para favorecer el Acceso a la Justicia en

América Latina, CEJA, Santiago de Chile 2014.

4 Se trata de un organismo internacional, creado en 1999 por las

instituciones del Sistema Interamericano. Su sede está en Santiago

de Chile y sus miembros son todos los países integrantes activos

de la Organización de Estados Americanos.

5 CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRI-

CAS, Mecanismos Alternativos al Proceso Judicial para favorecer

el Acceso a la Justicia en América Latina, CEJA, Op. cit., p. 12 et

sec.

6 Véase CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECO-

NÓMICAS, Informe de resultados de los Foros de Justicia Coti-

diana, Op. cit., p. 16.

7 Ibídem., p. 183.

8 CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRI-

CAS, Mecanismos Alternativos al Proceso Judicial para favorecer

el Acceso a la Justicia en América Latina, CEJA, Op. cit., pp. 59-

61.
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9 Diario Oficial de la Federación del 2013-10-08.

10 CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMI-

CAS, Informe de resultados de los Foros de Justicia Cotidiana, Op.

cit., p. 70.

11 Ejecutoria de la Novena Época, emitida por el Tribunal Pleno

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la pág. 991

del SJF y su Gaceta, Tomo XXXII, diciembre de 2010, con el nú-

mero de registro 22553, derivada de la Acción de Inconstituciona-

lidad 2/2010. Procurador General de la República.

12 CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMI-

CAS, Informe de resultados de los Foros de Justicia Cotidiana, Op.

cit., pp. 12 y 13.

13 CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRI-

CAS, Mecanismos Alternativos al Proceso Judicial para favorecer

el Acceso a la Justicia en América Latina, CEJA, Op. cit., pp. 59-

61.

Notifíquese a la Mesa Directiva para efectos de su programación

legislativa.

Palacio Legislativo de San Lázaro 
a 27 de octubre de 2016.

La Comisión de Puntos Constitucionales

Diputados: Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), presidente; Éd-

gar Castillo Martínez (rúbrica), Braulio Mario Guerra Urbiola (rú-

brica), Yulma Rocha Aguilar (rúbrica), Marco Antonio Aguilar Yu-

nes (rúbrica), José Hernán Cortés Berumen (rúbrica), J. Apolinar

Casillas Gutiérrez (rúbrica), Javier Antonio Neblina Vega (rúbri-

ca), Omar Ortega Álvarez, Ángel II Alanís Pedraza (rúbrica), Víc-

tor Manuel Sánchez Orozco (rúbrica), Mirna Isabel Saldívar Paz

(rúbrica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), secretarios; Benjamín

Medrano Quezada (rúbrica), Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rú-

brica), David Sánchez Isidoro (rúbrica), Martha Sofía Tamayo Mo-

rales (rúbrica), Mariana Benítez Treviño (rúbrica), María Bárbara

Botello Santibáñez (rúbrica), Héctor Ulises Cristópulos Ríos (rú-

brica), Armando Luna Canales, Karina Padilla Ávila (rúbrica), Uli-

ses Ramírez Núñez (rúbrica), Santiago Taboada Cortina (rúbrica),

María Luisa Beltrán Reyes, Evelyn Parra Álvarez (rúbrica), Ro-

drigo Abdala Dartigues, Virgilio Dante Caballero Pedraza (rúbri-

ca), Rosa Alicia Alvarez Piñones (rúbrica), Cándido Ochoa Rojas

(rúbrica), Hugo Eric Flores Cervantes.

DE LA COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS VULNERA-
BLES, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFOR-
MAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY

DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYO-
RES, EN MATERIA DE ACCESIBILIDAD

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los Artículos 39 y
45 numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y; 80,
84, 85, 157 numeral 1 fracción I, 167 numeral 4, 180
y 182 del Reglamento de la Cámara de Diputados, la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables somete a
la consideración del Pleno de la Cámara de Diputados
el presente dictamen en sentido positivo con modifi-
caciones al tenor de los siguientes: 

Antecedentes: 

I.- En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del
H. Congreso de la Unión, en fecha 29 de abril de 2016,
la Diputada Arlette Ivette Muñoz Cervantes, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto por el
que reforman las fracciones IV y V del artículo 4°, el
primer párrafo y el inciso c de la fracción IX del artí-
culo 5°, las fracciones XIX y XX del artículo 10 y las
fracciones III a V del artículo 20; se adicionan la frac-
ción VI al artículo 4°, el inciso d a la fracción IX del
artículo 5°, la fracción XXI del artículo 10, la fracción
VI del artículo 20 y la fracción XXXI del artículo 28
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores.

II.- En la misma sesión, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados en uso de sus facultades, instruyó
el turno de la Iniciativa a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables para su estudio y dictamen; Ini-
ciativa que fue recibida el 23 de mayo de 2016, con el
número de expediente 3023. 

III.- Con base en lo anterior, la Comisión de Atención
a Grupos Vulnerables de esta LXIII Legislatura, pro-
cedió a la elaboración del presente dictamen. 

Contenido de la Iniciativa: 

La diputada iniciante propone mediante esta Iniciativa
incluir el término de accesibilidad, como parte de los
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